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Suprema Corte: 

-1-

El Juzgado Nacional en lo Comercial nO 20 declaró la 

inconstitucionalidad del régimen de privilegios concursales previsto en los artículos 

239, primer párrafo, 241, 242 Y 243, inciso 2, de la Ley 24.522 de Concursos y Quiebras 

(fs. 179/207). En este marco, verificó en favor de B. M. F. un crédito de $425.600 por 

el capital adeudado más los intereses prefalenciales por dos años con privilegio especial 

. de primer orden y otro de $261.981,37 por los intereses prefalenciales de más de dos 

años con carácter quirografario. Asimismo, verificó en favor de sus progenitores, R. A. 

F. y L. R. H., un crédito de $36.188,49 con carácter quirografario. Respecto del primer 

crédito verificado en favor de B. M. F., dispuso el pronto pago y su inclusión en el 

proyecto de distribución final presentado en los autos principales. 

La Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Comercial revocó la sentencia de primera instancia (fs. 501/520). Para así decidir, 

destacó que el crédito en favor de B. M. F. no se encuentra comprendido en ninguno 

de los supuestos de créditos privilegiados previstos en la ley 24.522. Sentado ello, 

entendió que el régimen de privilegios concursales es compatible con los derechos 

consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño y las restantes normas de 

orden constitucional. Explicó que aquéllas no contemplan de modo específico la 

situación del niño titular de un crédito en el marco de un proceso universal, ro 

establecen preferencia de cobro alguna respecto de los restantes acreedores. 

Asimismo, alegó que el respeto por el interés superior del niño 

no contradice el derecho del acreedor hipotecario a hacer efectiva la preferencia 

establecida en la ley 24.522. Indicó que los privilegios obedecen a características 

propias del crédito y no del acreedor. En este marco, advirtió que el reclamo de B. M. 

F. no se encuentra conformado por prestaciones cuya ausencia pongan en juego el 

derecho a la vida, a la dignidad y a la salud del menor discapacitado, sino que se trata 



de un derecho de carácter exclusivamente patrimonial, transmisible y renunciable que 

nació con motivo de un incumplimiento contractual. 

-II-

Contra dicho pronunciamiento, la parte actora y la Defensora 

Pública de Menores e Incapaces ante la Cámara Nacional de Apelaciones interpusieron 

recursos extraordinarios (fs. 524/541 y fs. 550/562, respectivamente), que fueron 

concedidos únicamente en relación con la cuestión federal (fs. 619 y vta.), sin que 

interpusieran la correspondiente queja. 

La parte actora destaca, en lo principal, que la indemnización 

reconocida en favor de B. M. F. es asistencial y que su objeto consiste exclusivamente 

en cubrir los tratamientos médicos adecuados y los restantes gastos que su estado de 

salud demande. Indica que si bien confo=e a la ley 24.522 el crédito en favor de su 

hijo sería categorizado como quirografario, éste tiene prioridad de pago ya que se 

encuentra amparado por no=as que tienen prelación por sobre la ley concursa!. 

Arguye que las disposiciones de la ley 24.522 deben ser desplazadas frente a la 

Convención sobre los Derechos del Niño y las disposiciones de la ley 26.061, Y que el 

crédito en favor del menor goza de un privilegio autónomo que debe prevalecer con 

respecto a los privilegios especiales o generales de terceros. 

En el mismo sentido, la Defensora Pública de Menores e 

Incapaces ante la Cámara Nacional de Apelaciones alega que la sentencia del a quo 

atenta contra múltiples garantías constitucionales, en tanto negarle el privilegio al 

crédito existente en favor de B. M. F. afecta su derecho a la vida, a la salud y a mejorar 

su calidad de vida en la máxima medida posible. 

-III-

Los recursos extraordinarios interpuestos son admisibles toda 

vez que la decisión ha sido contraria al derecho que los recurrentes fundan en garantías 

constitucionales y distintos instrumentos internacionales -en especial, la Convención 
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sobre los Derechos del Niño y la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad- de incuestionable naturaleza federal (art. 14, inc. 3, ley 48). 

-N-

El 25 de mayo de 1990, la señora L. R. H. dio a luz a B. M. F. en 

Instituto Médicos Antáttida. En el parto se detectó bradicardia fetal y se procedió a 

extraer al niño con fórceps. Como consecuencia de una mala praxis médica durante 

aquel procedimiento, B. M. F. sufrió una asfL'ria perinatal que le causó un cuadro fetal 

agudo que afectó a todos sus órganos, especialmente a su cerebro. Por esa razón, desde 

su nacimiento, B. M. F. presenta una parálisis cerebral de carácter irreversible. 

Asimismo, desde entonces, sus miembros inferiores y superiores se encuentran 

paralizados (fs. 4/6 vta.). 

En el año 1992, los señores R. A. F. Y L. R. H. promovieron un 

proceso de responsabilidad contra el médico Pablo López Mautino, la Obra Social del 

Sindicato de Mecánicos y Afines del Transporte e Instituto Médicos Antáttida SA. El 

20 de agosto de 1998, el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil nO 80 

condenó solidariamente a los codemandados por los daños y perjuicios causados a B. 

M. F. (fs. 43). El 30 de mayo de 2003 la Sala D de la Cámara Nacional de Apelaciones 

en lo Comercial confirmó la sentencia de primera instancia y fijó los daños en $400.000 

-$380.000 en favor de B. M. F. Y $20.000 en favor de sus padres, con intereses- (fs. 

4/8 vta.). 

Paralelamente a la sustanciación del proceso de daños y 

perjuicios, el 30 de septiembre de 1998 Instituto Médicos Antártida SA se presentó en 

concurso preventivo y, finalmente, el 10 de febrero de 2003, se declaró su quiebra (fs. 

44). 

El 25 de octubre de 2005, los señores R. A. F. Y L. R. H. 

promovieron un incidente a fin de que se verifique el crédito precedentemente 

mencionado con sus respectivos intereses (fs. 10/13 vta.). Solicitaron que, en tanto el 
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titular del crédito es un menor que sufre de incapacidad absoluta, se proceda al pago 

inmediato del mismo con los primeros fondos existentes en la quiebra. 

Luego de la sentencia de primera instancia, la sindicatura señaló 

que la parte actora había verificado un crédito de $671.691 en el concurso preventivo 

de Obra Social del Sindicato de Mecánicos y Afines del Transporte en trámite ante el 

Juzgado Nacional en lo Comercial nO 9 y que éste había sido cancelado parcialmente 

mediante una cesión onerosa de $201.507 a pagar en tres cuotas de $67.169 (fs. 

250/251 vta.). Asimismo, agregó que el abogado de los actores había omitido 

denunciar aquella circunstancia en las presentes actuaciones. 

Los aquí recurrentes presentaron los documentos que 

acreditaban el contrato de cesión y en el recurso extraordinario puntualizaron que, en 

tanto todos sus deudores se encontraban en estado de insolvencia, verificaron la 

totalidad del crédito en ambos procesos a fin de recuperar el total de su acreencia y que 

nunca pretendieron que en el presente proceso se les abone la totalidad del crédito, 

sino únicamente el remanente impago (fs. 301/303 vta. Y 529/530). Estas 

circunstancias fácticas son sobrevinientes al dictamen de este Ministerio Público de 

fojas 474/8. 

-V-

La cuestión controvertida en el sub lite consiste en determinar si 

B. M. F. tiene un derecho a cobrar con preferencia a los restantes acreedores falenciales 

fundado en instrumentos internacionales -en especial, la Convención sobre los 

Derechos del Niño y la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad- y, en ese caso, en qué orden de prelación. 

La Ley de Concursos y Quiebras establece que sólo gozan de 

privilegio los créditos enumerados en esa ley, y confo=e a sus disposiciones (art. 239, 

ley citada). Sin embargo, recientemente, en la causa S.e. P. 589, L. XLVI, "Pinturerías y 

revestimientos aplicados SA s/ quiebra" (sentencia del 26 de marzo de 2014), la Corte 
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puntualizó que el régimen de privilegios previsto en la ley 24.522 debe ser integrado 

con las disposiciones previstas en los instrumentos internacionales, que fueron 

incorporados a nuestro sistema juridico con rango superior a las leyes (cf. arto 7 S, inc. 

22, Constitución Nacional). En ese caso, el Tribunal revocó una sentencia que 

desconocía el privilegio previsto en el Convenio 173 de la Organización Internacional 

del Trabajo a ciertos créditos laborales. En esa oportunidad, recordó que la ratificación 

de un tratado internacional produce el desplazamiento de las pautas legales vigentes 

que se opongan o no se ajustan a sus disposiciones. 

En este contexto no=ativo, cabe analizar la petición de B. M. 

F., qmen al momento del accidente era un niño y, actualmente, es un adulto con 

discapacidad. 

El presente caso debe ser analizado a la luz de los derechos de 

los niños y de las personas con discapacidad en tanto la indemnización que fue 

verificada en el marco de este proceso falencia! tiene por objeto satisfacer sus derechos 

específicos (cf. Corte Interameticana de Derechos Humanos, "Furlán y familiares vS. 

Argentina", sentencia del 31 de agosto de 2012, párr. 124). 

La Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad reconocen que los niños 

discapacitados se encuentran en una situación de especial vulnerabilidad, lo que 

demanda una protección especial de parte del Estado, la familia, la comunidad y la 

sociedad. Esas obligaciones reforzadas tienen por fin garantizar que los niños 

discapacitados gocen los derechos humanos fundamentales reconocidos en esos 

instrumentos y en el resto de las no=as nacionales e internacionales. Esta 

consideración también es receptada por el artículo 19 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos que establece que los niños tienen derecho a medidas 

especiales de protección, esto es, medidas que su condición de menor requieran por 

parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 
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A fin de alcanzar esa protección especial, la Convención de los 

Detechos del Niño adopta la noción del intetés superior del niño, como un principio 

rector de la normativa de sus derechos y como una consideración primordial para las 

medidas que son tomadas por los tribunales, las autoridades administrativas y los 

órganos legislativos (art. 3, Convención de los Derechos del Niño; arto 3, Ley 26.061 de 

Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños Y Adolescentes; Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-17, cit., párrs. 56/61; 

''Furlán y familiares vs. Argentina", cit., párr. 126). 

En el caso, la indemnización reclamada por B. M. F. tiene por 

objeto garantizar el goce del derecho a la vida, al disfrute del más alto nivel posible de 

la salud, a la supervivencia y al desarrollo, a un nivel de vida adecuado para su 

desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, y, en definitiva, a la igualdad. Estos 

derechos se encuentran ampliamente reconocidos en los instrumentos internacionales 

(arts. 4, 5 Y 24, Convención Americana sobre Derechos Humanos; arts. 1, 6, 23, 24 Y 

27, Convención sobre los Derechos del Niño; arts. 5, 7, 10, 17, 19, 25 Y 28, 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; arto 7, Convención 

Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las 

Personas con Discapacidad; arto 6, Pacto Intetnacional de Derechos Civiles y Políticos; 

arts. 11 y 12, Pacto Internacional de Detechos Econótnicos, Sociales y Culturales). 

En este sentido, contrariamente a lo expuesto por el tribunal a 

quo, la indemnización en cuestión no protege un mero interés pecuniario de B. M. F, 

SillO que es uno de los modos previstos en nuestra legislación para garantizar los 

derechos esenciales mencionados (cf. Corte Intetamericana de Derechos Humanos, 

"Furlán y familiares vs. Argentina", cit., párr. 203). En especial, el reclamo de B. M. F. 

tiene por objeto una prestación directamente vinculada al goce de su detecho al 

disfrute del más alto nivel posible de la salud, que, a su vez, -en razón de la delicada 

situación de B. M. F- está íntimamente relacionado con su derecho a la vida (Fallos: 



s.e. 1. 344,L. XLVII 

329:1638, entre otros). Conforme a los hechos constatados por el Ministerio Público 

de la Defensa a fojas 655 y vuelta, la insatisfacción del pago del crédito ha significado 

un deterioro mayor en su estado de salud. 

La protección especial prevista en los instrumentos 

internacionales de los derechos específicos de los niños discapacitados genera 

consecuencias concretas en e! caso de la quiebra donde diversos acreedores concurren 

a procurar satisfacer sus créditos de un patrimonio que devino insuficiente para atender 

sus obligaciones en el tiempo y las condiciones previstas originariamente. En esta 

situación particular, el cuidado especial que demanda la situación de vulnerabilidad de 

los niños discapacitados se traduce en una preferencia en el cobro de sus acreencias 

vinculadas a la satisfacción de sus derechos fundamentales. Ello permite reconocer una 

consideración primordial, tal como lo requiere el interés superior de! niño, en un 

contexto donde probablemente todos los créditos no puedan ser atendidos en su 

integridad. En suma, es un modo de implementar las obligaciones reforzadas que tiene 

e! Estado, la familia, la comunidad y la sociedad en aras de garantizar y proteger los 

derechos de los niños con discapacidad de manera adecuada. 

De este modo, e! reconocimiento de una preferencia en el cobro 

constituye, en e! caso, una respuesta apropiada a la particular situación del recurrente 

en cumplimiento de las obligaciones asumidas por el Estado argentino al incorporar al . 

ordenamiento juúdico los citados instrumentos internacionales con jerarquia superior a 

las leyes (art. 75, inc. 22, Constitución Nacional). A su vez, ello garantiza e! derecho a 

una tutela judicial efectiva y a un debido proceso, especialmente por tratarse de una 

persona discapacitada, que vio postergado la satisfacción de su crédito a raíz del 

encuadramiento de su reclamo en el ámbito de un proceso de quiebra (arts. 8, inc. 1, Y 

25, Convención Americana de Derechos Humanos; arto 13, inc. 1, Convención sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidades; Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, ''Furlán y familiares VS. Argentina", cit., párr. 125). 
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-VI-

En este escenario, corresponde armoruzar la prioridad que 

merece el crédito de B. M. F. con e! resto de las preferencias previstas y reguladas por 

la Ley de Concursos y Quiebras. 

La tutela especial que cabe garantizar al crédito del niño 

discapacitado debe ser conciliada con la que corresponde otorgar al resto de los 

acreedores privilegiados en la quiebra, máxime a los de carácter especial (art. 241, ley 

24.522) que tienen una alta preferencia de cobro sobre e! asiento de sus privilegios. En 

este último sentido, e! resguardo de ese derecho no persigue únicamente la protección 

de! interés de ciertos acreedores, sino también de otros intereses colectivos 

subyacentes. 

A modo de ejemplo señalo que no puede desatenderse la 

importancia de los intereses econótIÚcos y sociales que justifican la preferencia en el 

cobro de las acreencias garantizadas con hipoteca y prenda (art. 241, inc. 4, ley 24.522). 

En efecto, ellos se vinculan con la protección de! crédito, que es indispensable para el 

desarrollo y el crecirrúento de! país, y que depende, en parte, de la existencia y la 

eficacia de ciertos instrumentos, como las garantías, que aseguren el recupero del 

crédito. En e! caso concreto, el resguardo de esa preferencia en el cobro se relaciona 

con la oportunidad y el costo de acceder al crédito que tienen los agentes de salud y, en 

definitiva, con la adecuada prestación de esos servicios, que, de hecho, pertIÚten 

atender e! derecho a la salud de toda la comunidad. 

En las particulares circunstancias de! caso, y a fin de armonizar 

la totalidad de los derechos e intereses colectivos que subyacen en e! régimen de 

privilegios, entiendo que corresponde atender el crédito de B. M. F. -<[ue comprende 

al capital y a los intereses hasta la declaración de la quiebra- una vez satisfechos los 

créditos con privilegio especial, y en las condiciones previstas para los créditos con 

privilegio general en el articulo 246 de la ley 24.522. Sin embargo, el crédito de B. M. F. 
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debe atenderse con prioridad sobre los créditos con privilegio general verificados a 

favor del Estado en los términos del artículo 246, inciso 4, de esa ley (doctr. S.e. P. 

589, L. XLVI, ''Pinturerías y revestimientos aplicados SA si quiebra", sentencia del 26 

de marzo de 2014). Sin dejar de reconocer la importancia de esas acreencias que están 

destinadas a atender objetivos de bienestar general, esa postergación es fruto de las 

obligaciones reforzadas que tienen el Estado y la comunidad para con los niños 

discapacitados. 

-VII-

Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar al recurso 

extraordinario interpuesto y revocar la sentencia con el alcance expuesto en la sección 

anterior. 

Buenos Aires, 4f de noviembre de 2014. 
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